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1.-Fundamentos para el anteproyecto de ley 

El anteproyecto nace en un momento de profundos cambios en el sector comercial, 

con una pérdida de vitalidad comercial en los centros de las ciudades fruto de cambios 

en la movilidad, la distribución comercial, el desarrollo urbanístico, los hábitos de 

consumo, etc. Las Áreas de Promoción Económica (APEs) pretenden ser una 

herramienta útil para mejorar la competitividad de los centros urbanos comerciales. Hay 

una clara necesidad de revitalizar y reinventar las ciudades como nuevos espacios de 

desarrollo económico, comercial, turístico, de ocio, así como de encuentro social y 

cultural. 

Nace, asimismo, por la necesidad de establecer mejores mecanismos de cooperación 

interempresarial, a través de un modelo efectivo donde colaboren todas las actividades 

económicas si hay una mayoría cualificada que libremente lo decide. También existe, 

hoy en día, la necesidad de establecer marcos más estables y eficientes de 

cooperación público-privada de las actividades económicas con la administración 

municipal, encaminadas a la revitalización preferente de las áreas comerciales urbanas, 

objetivo común y de interés de ambas partes. 

Por todo ello, es muy importante que el desarrollo de las APEs se realice con las máximas 

garantías de éxito, uniendo a todo el sector y, sobre todo, asegurando que el despliegue 

de la ley y la constitución de las APEs sea eficiente, efectivo y eficaz. En definitiva, el 

asociacionismo empresarial no debe permitir un fracaso en el desarrollo de las APEs.  

El presente documento, fruto de un amplio consenso en el sector del comercio, la 

hostelería, distribución y las diferentes actividades económicas desarrolladas en los 

núcleos urbanos, recoge un conjunto de propuestas y medidas que se consideran 

importantes para enriquecer el actual anteproyecto de ley y por lo tanto afrontar con 

mayor garantía de éxito el despliegue de la citada ley. En definitiva, las alegaciones 

presentadas: 

contribuyen a fortalecer las garantías necesarias para asegurar el éxito del modelo de 

las APEs a desarrollar en la Comunidad Foral de Navarra. En este sentido, las alegaciones 

presentadas tienen como objetivo prioritario asegurar y reforzar los procedimientos para 

mejorar las garantías tanto en el proceso de creación de una APE, como en el que hace 

referencia a su financiación, gestión, organización, etc.  

contribuyen también, a mejorar la necesaria cohesión, cooperación y colaboración 

entre los diferentes actores del sector en el momento de desarrollar una APE. En este 

sentido, las propuestas van dirigidas a asegurar que la creación de una APE responda a 

la voluntad real de una mayoría de los empresarios de la zona, y que comparten una 

estrategia de acción conjunta que asegura una fuerza empresarial suficiente para la 

consecución los objetivos de la APE.  
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contribuyen a fortalecer la seguridad jurídica tanto de la propia ley, como también del 

posterior funcionamiento de las APEs. En este ámbito, la voluntad de las alegaciones 

que se proponen va dirigida a reforzar la implicación y participación de los 

Ayuntamientos en la constitución y gestión de las APEs. Hay que asegurar una mayor 

valoración, supervisión y coordinación con el Ayuntamiento, fundamentalmente por el 

hecho que el ámbito natural de actuación de una APE es en el espacio público, 

protegido y regulado por un amplio abanico de normativas y ordenanzas, 

fundamentalmente municipales.  

La Confederación de Empresarios de Navarra (CEN) como entidad más representativa 

del tejido empresarial de Navarra, tanto por irradiación de la Conferencia Española de 

Organizaciones Empresariales (CEOE) como por afiliación de las empresas navarras a 

través de las más de 40 asociaciones y federaciones de asociaciones presenta el 

siguiente escrito con el ánimo de enriquecer el anteproyecto de ley. 

El presente documento es fruto del trabajo y consenso logrado entre las diferentes 

organizaciones que componen la CEN, pero especialmente de las nombradas tanto en 

la portada del documento como en el propio encabezado. Concretamente son: la 

Asociación de Supermercados de Navarra (ASUNA), la Asociación Navarra de Pequeña 

Empresa de Hostelería (ANAPEH), la Asociación Nacional de Grandes Empresas de 

Distribución (ANGED), la Asociación Hostelería y Turismo de Navarra (AEHN), la 

Asociación Intersectorial de Empresarios de Navarra (AIEN) y la Asociación de 

Comerciantes de Navarra. Por todo ello, las alegaciones presentadas recogen el mayor 

número de sensibilidades posible, tanto por tamaño de la actividad comercial (desde 

el pequeño comercio hasta las empresas de gran distribución), como por su sector 

(alimentación, textil, restauración, hostelería y otros) e incluso por su ámbito geográfico 

(asociaciones de barrios, ciudades y pueblos). En definitiva, el presente documento 

cuenta con el respaldo de miles de empresarios procedentes de toda Navarra y con un 

ámbito de actuación muy variopinto que van a verse afectados por el desarrollo de la 

Ley. 
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2.-Un nuevo modelo frente a fórmulas de colaboración agotadas 

Las APEs son un modelo contrastado internacionalmente con una amplia trayectoria. 

No responden, en ningún caso, a la ocurrencia o capricho de unos pocos. España lleva 

más de 30 años de retraso respecto a otros países de Europa en fórmulas avanzadas de 

gobernanza urbana y de partenariados público-privados. El impulso de las APEs que 

pretende favorecer este anteproyecto de ley responde a la demanda mayoritaria del 

sector comercial minorista de este país, desde al menos un par de décadas. Se observa 

que fórmulas asociativas comerciales voluntarias y voluntaristas alcanzaron ciertos 

logros en el pasado como las peatonalizaciones de las ciudades y las principales 

actuaciones de revitalización de los centros históricos. Desgraciadamente, fruto de la 

crisis generalizada, las tiendas tradicionales atraviesan actualmente grandes 

dificultades para lograr nuevos avances en la mejora y competitividad de sus entornos 

urbanos comerciales. Las APEs, bien reguladas, pueden ser una magnífica ocasión para 

el impulso y mejora de este tipo de entornos y de sus actividades económicas. 

La existencia de un gran número de "free-riders" (actividades económicas que no 

participan del mundo asociativo pero que sí se benefician de las acciones realizadas 

desde la iniciativa asociativa) en el ámbito urbano comercial que podría situarse en 

torno a un 70%, limita enormemente la capacidad de actuación de estas áreas, su 

eficacia y efectividad en las acciones emprendidas, así como la consecución de 

objetivos más ambiciosos que permitan realmente progresar a dichas áreas. Es por ello 

necesario un cambio de paradigma y pasar de un sistema de colaboración 

interempresarial voluntarista e ineficaz por sus limitaciones presupuestarias, a un sistema 

de colaboración obligatoria universal en el que todos participen y colaboren 

económicamente. De esta forma, se garantiza, por supuesto, las mayorías suficientes y 

representativas para su puesta en marcha y su gestión diaria. No es sostenible por mucho 

más tiempo que el esfuerzo económico y de mejora de la zona lo hagan unos pocos, es 

necesario que colaboren todos los que se van a beneficiar de ese esfuerzo conjunto de 

mejora. 

Frente a quien pueda tener reticencias por este tipo de figura, se debe recordar que, el 

procedimiento para su puesta en marcha es siempre voluntario, complejo y exigente. 

Debe contar con unas mayorías suficientes y no tener una oposición significativa tal y 

como se puede comprobar en este anteproyecto de ley. Su puesta en marcha y 

creación tiene que justificarse adecuadamente, existiendo suficientes controles y 

auditorias que garantizan la máxima transparencia. Este nuevo modelo entraña un 

cambio radical de mentalidad tanto en el mundo empresarial y asociativo como en el 

de las administraciones públicas. Es necesario que el nacimiento de las APEs se haga 

con el mayor consenso posible. De ahí que el presente documento de propuestas de 

modificación consensuado y suscrito por los principales agentes económico-

comerciales de la comunidad suponga un importantísimo logro y un buen punto de 

partida para avanzar en este proceso que debe preservarse. 
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3.- Modificaciones propuestas 

Artículo 4. Naturaleza y régimen jurídico. 

Las Áreas de Promoción Económica son entidades privadas y sin ánimo de lucro, con 

personalidad jurídica propia, que se regirán por lo dispuesto en esta ley foral y en las 

normas que la desarrollen, así como por sus respectivos Estatutos y supletoriamente por 

las normas de Derecho privado en cuanto a su organización y funcionamiento. 

En este punto sería aconsejable definir de forma más exacta la forma jurídica de la APE. 

Asimismo, se propone establecer en el propio anteproyecto de Ley la creación por parte 

del Gobierno de Navarra de un registro para las Áreas de Promoción Económica. 

Todo ello redundará en una mayor garantía jurídica del proceso. 

 

 

Artículo 6. Iniciativa de constitución del Área de Promoción Económica. (punto 2b, 2c, 

punto 2d) 

2.b) Memoria justificativa de la delimitación exacta del área geográfica y de su 

viabilidad económica.  

Se propone que la memora incluya un apartado específico para la justificación de la 

delimitación exacta del área geográfica. Asimismo, también se propone que 

explícitamente se indique que, “en ningún caso un mismo local con una sola actividad 

económica tenga que obligatoriamente pertenecer a dos APEs” (local ubicado en 

frontera entre dos o más APEs) salvo decisión del empresario. 

 

2.c) Relación concreta e individualizada de los y las titulares de actividades económicas 

y de quienes ostentan la propiedad de inmuebles desocupados susceptibles de poder 

alojar actividades económicas, situados en la zona previamente delimitada. 

Se propone añadir que la Comisión promotora solicitará al ayuntamiento la relación 

concreta e individualizada de los y las titulares de las actividades económicas de la zona 

previamente delimitada. 

La Comisión Promotora, de una determinada zona no conocen la relación de todos los 

titulares de las actividades ni de los titulares de los inmuebles desocupados susceptibles 

de poder alojar actividades económicas, por lo que es imprescindible que el 

ayuntamiento facilite esta información a la comisión promotora antes de presentar la 

solicitud para la constitución de la APE. 
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Adicionalmente a lo expuesto anteriormente, en el artículo 7, punto 4, se determina lo 

siguiente: 

4. En el plazo de diez días desde la recepción del informe preceptivo favorable, el 

Ayuntamiento hará entrega a la Comisión promotora de la información de que 

disponga para identificar a los y las titulares de las actividades económicas y a quienes 

ostentan la propiedad de los bienes inmuebles desocupados aptos para poder alojar 

actividades económicas en la zona, con el objeto de que pueda confeccionarse un 

censo y llevarse a cabo la campaña de información, difusión y de adhesión, a los 

efectos de la ratificación prevista en artículo 8 de la presente ley foral. 

Se reitera la incompatibilidad del citado texto con la propuesta del presente documento 

de alegaciones. La entrega a la comisión promotora de la información de que disponga 

para identificar a los y las titulares de las actividades económicas y a quienes ostentan 

la propiedad de los bienes inmuebles desocupados aptos para poder alojar actividades 

económicas en la zona debe ser anterior y es imprescindible que el ayuntamiento facilite 

esta información a la comisión promotora antes de presentar la solicitud para la 

constitución de la APE. 

 

2.d) Acreditación del respaldo a la propuesta inicial de, al menos, el 15% de los sujetos 

referidos en el apartado anterior, que manifestarán fehacientemente su consentimiento 

a la constitución, al plan de actuación propuesto y expresamente a la obligación de 

contribuir a su presupuesto. 

Sustituir “manifestarán fehacientemente” por “manifestarán expresamente”. 

Se considera innecesario el desembolso que supone contar con un notario para la 

realización de este trámite en una fase inicial sin tener la seguridad de que la 

constitución de la APE vaya a ser efectiva. 

Con el objetivo de facilitar el funcionamiento ordinario de la APE, se considera necesario 

introducir en este punto, diferentes porcentajes de respaldo en función del número de 

actividades económicas integradas en la APE. La propuesta consensuada es la 

siguiente: 

• APEs con menos de 50 actividades económicas, será necesario que el 50% de 

las actividades económicas manifiesten expresamente su consentimiento a la 

constitución, al plan de actuación propuesto y expresamente a la obligación de 

contribuir a su presupuesto. 

• APEs entre 50 y 100 actividades económicas, será necesario que el 35% de las 

actividades económicas, manifiesten expresamente su consentimiento a la 
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constitución, al plan de actuación propuesto y expresamente a la obligación de 

contribuir a su presupuesto. 

 

• APEs entre 101 y 500 actividades económicas, será necesario que el 25% de las 

actividades económicas manifiesten expresamente su consentimiento a la 

constitución, al plan de actuación propuesto y expresamente a la obligación de 

contribuir a su presupuesto. 

• APEs con más de 500 actividades económicas será necesario que el 15% de las 

actividades económicas manifiesten expresamente su consentimiento a la 

constitución, al plan de actuación propuesto y expresamente a la obligación de 

contribuir a su presupuesto. 

 

Adicionalmente, se considera necesario introducir en el artículo 6 los siguientes puntos: 

• Punto h) donde se establezca un mínimo de 20 actividades económicas para la 

constitución de una APE. 

• Punto i) donde se considere competencia de la APE: 

o La exención a determinadas actividades económicas que no estén en 

línea con el objeto de la APE de contribuir económicamente a la misma. 

Por ejemplo, en una APE turística, no tendría sentido obligar a contribuir 

a las actividades industriales. 

o La posibilidad de aplicar coeficientes reductores sobre las aportaciones 

obligatorias establecidas en el artículo 24, en función de la propia 

casuística y siempre bajo las normas que la propia APE decida en base a 

sus estatutos. 

o La posibilidad de aplicar bonificaciones diferentes a las establecidas en 

el artículo 25, en función de la propia casuística. y siempre bajo las 

normas que la propia APE decida en base a sus estatutos. 

• Punto j) en el que se establezca que los y las titulares de las actividades 

económicas y quienes ostenten la propiedad de bienes inmuebles desocupados 

susceptibles de poder alojar una actividad económica, no puedan pertenecer 

de forma obligatoria a dos APEs diferentes. 

 

 

Artículo 14. La Asamblea General. 

La Asamblea General es el órgano de dirección superior y control de la entidad, de la 

que forman parte: 
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Quienes tengan la obligación de satisfacer las aportaciones previstas en el apartado 1º 

del artículo 21 de esta ley foral, que decidan voluntariamente ser miembros de la 

entidad. Cada miembro dispondrá de un número de votos equivalente al número de 

bienes inmuebles en los que ejerzan actividades económicas o sobre los que ostenten 

la propiedad. 

 

La introducción de proporcionalidad en los artículos 24 y 25 (que posteriormente se 

detalla), obliga a modificar la redacción de este punto. 

Quienes tengan la obligación de satisfacer las aportaciones previstas en el apartado 1º 

del artículo 21 de esta ley foral, que decidan voluntariamente ser miembros de la 

entidad. Cada miembro dispondrá de un número de votos proporcional a la cuota 

obligatoria establecida. 

 

 

Artículo 16. La Presidencia.  

La Presidencia será elegida por la Asamblea General mediante sufragio universal entre 

los titulares de actividades económicas situadas en el Área de Promoción Económica y 

la duración de su mandato será establecida en los Estatutos. 

Se propone especificar que la presidencia será elegida por la Asamblea General 

mediante sufragio universal entre los titulares de actividades económicas que 

contribuyan económicamente a la APE y sean miembros de su Asamblea General, 

situadas en el Área de Promoción Económica y la duración de su mandato será 

establecida en los Estatutos. 

Dado que en el artículo 11, punto 1, párrafo 2 se especifica: En la notificación se hará 

constar expresamente que quienes tengan la obligación de pago de la aportación 

tienen el derecho, pero no el deber, de ser miembros del Área de Promoción 

Económica, se considera imprescindible que la elección se realice entre los miembros. 

 

 

Artículo 20. Recursos económicos de las Áreas de Promoción Económica. (Punto 2) 

En particular, los ingresos procedentes de las aportaciones referidas en la letra a) del 

apartado anterior deberán cubrir, como mínimo, el 70 por 100 (50%) de la cifra total de 
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los gastos previstos en el presupuesto para toda la  vigencia  del  Área  de Promoción 

Económica. 

Se propone la siguiente redacción: 

“En particular, los ingresos procedentes de las aportaciones públicas deberán cubrir 

cómo mínimo el 10% de la cifra total de los gastos previstos en el presupuesto, para toda 

la vigencia del Área de Promoción Económica”. 

Las Áreas de Promoción económica pueden tener fuentes de financiación diversas por 

lo que no se considera oportuna la redacción propuesta. Además, no se debe olvidar 

que en Navarra las actividades económicas con un importe neto de cifra de negocios 

inferior a 1.000.000 de euros pagan el impuesto de actividades económicas (IAE) y por 

lo tanto ya están todas contribuyendo al presupuesto municipal. También hay que 

tomar en consideración que en el resto de los municipios de España no se paga este 

impuesto, lo que supone un agravio comparativo. Por todo ello, se estima razonable que 

los municipios aporten, al menos, el 10% de los ingresos contemplados en los 

presupuestos. 

 

 

Artículo 24. Cuantificación. 

1.El importe de las aportaciones obligatorias para la financiación de las Áreas de 

Promoción Económica será el resultado de aplicar el tipo al valor catastral de cada 

local. El tipo a aplicar será el resultado del cociente del presupuesto global del Área de 

Promoción Económica para toda su vigencia a cubrir mediante estas aportaciones 

entre la suma de los valores catastrales de todos los bienes inmuebles aptos para 

desarrollar actividades económicas situados en su área geográfica. 

Los resultados que se han obtenido en las simulaciones realizadas utilizando este criterio 

arrojan aportaciones obligatorias dispares entre comercios de la misma zona e incluso 

en algunos casos inasumibles por las actividades económicas de una determinada 

zona. Además también hay que tener en cuenta que se trata de una fórmula que obliga 

a elaborar un cálculo muy complejo y que, por lo tanto, puede lastrara la operativa en 

la definición y creación de APEs. 

Además, el principio fundacional de las APES debe ser que los "free riders" estén 

obligados al pago de las cuotas de la zona donde se encuentran, y al mismo tiempo se 

debería evitar que los que ya se encuentran actualmente de forma voluntaria adheridos 

a una asociación vean incrementada de forma significativa la cuota que actualmente 

pagan. 
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Teniendo en cuenta la superficie de las actividades económicas se propone la siguiente 

tabla para el cálculo de las aportaciones obligatorias: 

Tipología Superficie en m2 (S) 

Coeficiente 

multiplicador 

I S< 300m2 x1 

II 300m2<S<500m2 x1,5 

III 501m2<S<800m2 x2 

IV 801m2<S<1.300m2 x2,5 

V 1.301m2<S<1.800m2 x3 

VI 1.801m2<S<3.000m2 x3,5 

VII 3.001m2<S<5.000m2 x4 

VIII 5.001m2<S<10.000m2 x4,5 

IX S>10.000m2 x5 

 

Para el cálculo de la superficie de la actividad comercial, quedan excluidas del 

cómputo las plantas inferiores a la Planta Baja y los aparcamientos. 

 

Se propone que las Aportaciones Obligatorias Mínimas (X) de cada APE, se establezcan 

en función del proyecto y presupuesto de cada APE.  

 

Se considera imprescindible que los "derechos de voto" y los "derechos de pago" 

derivados de la creación de una APE sean equivalentes para mantener una situación 

de proporcionalidad. 
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Tipología Superficie en m2 (S) 

Coeficiente 

multiplicador 

Número de 

Votos 

I S< 300m2 1X 1 

II 300m2<S<500m2 1,5X 1,5 

III 500m2<S<800m2 2X 2 

IV 800m2<S<1.300m2 2,5X 2,5 

V 1.300m2<S<1.800m2 3X 3 

VI 1.800m2<S<3.000m2 3,5X 3,5 

VII 3.000m2<S<5.000m2 4X 4 

VIII 5.000m2<S<10.000m2 4,5X 4,5 

IX S>10.000m2 5X 5 

 

En el caso de un establecimiento colectivo de con más de 50 establecimientos 

individuales tendrá consideración de establecimiento de con superficie > a 10.000m2, 

siendo por tanto el coeficiente multiplicador 5 y por lo tanto, dicha superficie contará 

con 5 votos. 

Esta tabla de proporcionalidad aporta diferentes ventajas respecto al redactado 

actual: 

Los derechos de voto y de pago son los mismos para cada tipo de establecimiento. 

Las cuotas son proporcionales a la realidad actual de pago de los establecimientos que 

ya están asociados de forma voluntaria a una asociación. De esta forma las APEs no 

generan un incremento de lo que actualmente están pagando y, en cambio, obligan 

a los "free riders" a contribuir. 

Se propone la eliminación de los coeficientes de ponderación contenidos en los puntos 

2 y 3 del artículo 24 del anteproyecto, ya que con la cuantificación propuesta pierden 

sentido. 
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Artículo 25. Bonificaciones. 

Los Ayuntamientos podrán establecer bonificaciones: 

De hasta el 100 por 100 respecto de actividades que persigan finalidades benéficas o 

de interés general. 

De hasta el 40 por 100 a los inmuebles desocupados aptos para alojar actividades 

económicas. 

 

Todos los firmantes del presente documento acuerdan proponer el siguiente mecanismo 

de bonificaciones: 

• Apoyo al emprendimiento. Bonificación del 50% en el primer año de actividad y 

del 25% durante el segundo año. 

• Local vacío. Bonificación del 50% sobre la aportación obligatoria. Bonificación 

del 60%, sobre la aportación obligatoria, si colabora en iniciativas de mejora del 

espacio comercial. 

• Actividades benéficas o de interés general. 100% de bonificación. 

• Actividades económicas que no se desarrollen en planta baja. Bonificación del 

50%. 

 

Cada APE podrá determinar otras bonificaciones en función de su propia casuística. 

Manteniendo el principio de proporcionalidad, en este caso el voto también será 

proporcional a la aportación obligatoria abonada. 

 

 

Artículo 26. Pago. 

El pago de cada cuota será exigible semestralmente. 

Se propone para la mejora de la gestión de la tesorería de la propia APE que la cuota 

sea exigible trimestralmente. 
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Artículo 30. Vigencia. 

La vigencia de las Áreas de Promoción Económica será de cuatro años, salvo que en el 

convenio se establezca una duración inferior. Transcurrido dicho plazo, el Área de 

Promoción Económica podrá ser prorrogada siempre que, después de someterlo a 

consulta de la Asamblea General, así se ratifique posteriormente por el mismo 

procedimiento exigido para su constitución, correspondiendo a la Junta Directiva las 

facultades previstas para la Comisión promotora en el artículo 6 de esta ley foral. 

 

Para que la vigencia de la APE no coincida con la duración de las legislaturas ni estar 

condicionada por los avatares políticos de cada momento, se propone establecer la 

vigencia en 5 años, prorrogables en las condiciones previstas en el anteproyecto. 

 


